
29

PRIVADAS DE LIBERTAD

3.	 CONDICIONES EN LUGARES DE DETENCIÓN Y/O CENTROS 
CARCELARIOS 

Un aspecto que ha debido tratar la Corte en diversos fallos relativos a personas privadas de libertad es el de las 
condiciones carcelarias. Se ha dividido este análisis en dos facetas: algunas condiciones generales relacionadas con 
la idea de dignidad humana, y otra, sobre temas específicos relacionados con las condiciones en que deben estar las 
personas privadas de libertad.

3.1.	 Condiciones generales, deben ser compatibles con la dignidad personal

Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995.

60.	 En los términos del artículo 5.2 de la Convención toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en 
condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a la vida 
y a la integridad personal. En consecuencia, el Estado, como responsable de los establecimientos de detención, 
es el garante de estos derechos de los detenidos. En el mismo sentido: Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. 
Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999, párr. 195; Caso Cantoral Benavides 
Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000, párr. 87; Caso Durand y Ugarte. Sentencia de 16 de 
agosto de 2000, párr. 78; Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Sentencia 
de 21 de junio de 200259, párr. 165; Caso Bulacio Vs. Argentina, Sentencia de 18 de septiembre de 200360, 
párrs. 126 y 138; Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004, párr. 151; Caso Raxcacó Reyes Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 200561, párr. 95.

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004.

159.	 Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante, con el objetivo de 
proteger y garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de las personas privadas de libertad, es la de 

59	 Los hechos del presente se desarrollan cuando un grupo de personas fueron juzgadas y sentenciadas por homicidio intencional en Trinidad y 
Tobago de acuerdo con la Ley de Delitos contra la Persona. Dicha norma prescribe la pena de muerte como única condena aplicable al delito de  
homicidio intencional

	 En los casos de algunos de los condenados, los procesos se tardaron en demasía. Asimismo, no había disponibilidad de asistencia letrada y de otros tipos 
de asistencia especializada. Asimismo, en relación a las condiciones de detención, había hacinamiento y falta de higiene. 

	 De las 32 personas parte del presente Caso, treinta se encuentran detenidas en las prisiones de Trinidad y Tobago y en espera de su ejecución en la horca. 
Las únicas excepciones son Joey Ramiah, quien fue ejecutado, y Wayne Matthews cuya pena fue conmutada.

60	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 19 de abril de 1991, cuando la Policía Federal Argentina realizó una detención masiva de más de ochenta 
personas en la ciudad de Buenos Aires. Entre los detenidos se encontraba Walter David Bulacio, de 17 años de edad. Luego de su detención, fue 
trasladado a una comisaría donde fue golpeado en numerosas ocasiones por agentes policiales. Después de haber sido liberado, tuvo que ser ingresado a 
un hospital. El 26 de abril de 1991  Walter David Bulacio falleció.

	 La causa judicial seguida por las lesiones y muerte de Walter David Bulacio, así como la referida a su detención y la de las otras personas, fueron objeto 
de diversas actuaciones judiciales, tales como inhibiciones, impugnaciones y recusaciones que han originado una dilación en el proceso. No obstante, a 
la fecha no hubo un pronunciamiento firme por parte de las autoridades judiciales sobre el conjunto de los hechos investigados, ni se ha sancionado a 
ningún responsable. 

61	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 5 de agosto de 1997, cuando el niño Pedro León Wug fue secuestrado por tres hombres armados. El 6 de 
agosto de 1997, el niño fue localizado y liberado ileso como producto de un operativo llevado a cabo por la policía. Durante el operativo, fue arrestado, 
entre otros, el señor Ronald Raxcacó Reyes y su esposa. El 14 de mayo de 1999, el Tribunal Sexto de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente de Guatemala, dictó sentencia condenatoria en contra del señor Raxcacó Reyes, condenándolo a pena de muerte -tal como se encontraba 
establecido en el artículo 201 del C.P- al encontrársele culpable del delito de plagio o secuestro en grado de autores directos. Los recursos presentadas por 
el señor Raxcacó Reyes fueron declarados inadmisibles o improcedentes.

	 A la fecha de la sentencia, el señor Raxcacó Reyes se encuentraba confinado en un establecimiento de máxima seguridad a la espera de la ejecución 
de la sentencia. Su celda tiene aproximadamente cuatro por cuatro metros. El señor Raxcacó Reyes sólo puede salir a un patio cementado del mismo 
tamaño, localizado junto a su celda, con rejas y malla en el techo, el cual constituye su única entrada de luz natural y ventilación. En la misma celda 
se encuentran las instalaciones sanitarias las cuales están en condiciones altamente deficientes e insalubres. El señor Raxcacó Reyes se ha quejado de 
afecciones relacionadas con la tensión que le produce la espera de la ejecución de su sentencia. No obstante, no recibió tratamiento médico adecuado ni 
medicamentos de ningún tipo, ni asistencia psicológica.
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procurarle a éstas las condiciones mínimas compatibles con su dignidad mientras permanecen en los centros 
de detención, como ya lo ha indicado la Corte […]. En igual sentido, la Corte Europea de Derechos Humanos 
ha indicado que:

según [el artículo 3 de la Convención], el Estado debe asegurar que una persona esté detenida en 
condiciones que sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, que la manera y el método 
de ejercer la medida no le someta a angustia o dificultad que exceda el nivel inevitable de sufrimiento 
intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias prácticas del encarcelamiento, su salud y bienestar 
estén asegurados adecuadamente, brindándole, entre otras cosas, la asistencia médica requerida62. 

168.	 De igual modo, las condiciones de detención infrahumanas y degradantes a que se vieron expuestos todos 
los internos del Instituto, conlleva necesariamente una afectación en su salud mental, repercutiendo 
desfavorablemente en el desarrollo psíquico de su vida e integridad personal.

170.	 De este modo, la Corte puede concluir que en ningún momento existieron en el Instituto las condiciones para 
que los internos privados de libertad pudieran desarrollar su vida de manera digna, sino más bien a éstos se los 
hizo vivir permanentemente en condiciones inhumanas y degradantes, exponiéndolos a un clima de violencia, 
inseguridad, abusos, corrupción, desconfianza y promiscuidad, donde se imponía la ley del más fuerte con 
todas sus consecuencias. Al respecto, valga recordar lo señalado por el Juez de Primera Instancia en lo Civil 
y Comercial de Noveno Turno, al resolver el hábeas corpus genérico interpuesto a favor de los internos del 
Instituto […], en el sentido de que en éste “se halla[ba]n acreditados los presupuestos de a) violencia física, 
psíquica o moral que agrava las condiciones de detención de las personas privadas de libertad; [y] b) la amenaza 
a la seguridad personal de los menores internos”. 

171.	 Estas circunstancias, atribuibles al Estado, son constitutivas de una violación al artículo 5 de la Convención 
Americana respecto de todos los internos que permanecieron en el Instituto.

Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de  
septiembre de 2004.

150.	 De conformidad con ese precepto toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en situación de 
detención compatible con su dignidad personal. En otras oportunidades, este Tribunal ha señalado que 
mantener a una persona detenida en condiciones de hacinamiento, con falta de ventilación y luz natural, sin 
cama para su reposo ni condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación o con restricciones 
indebidas al régimen de visitas constituye una violación a su integridad personal. En el mismo sentido: Caso 
Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005, párr. 
118; Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005, párr. 95; Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2006, párr. 315.

Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 2004.

124.	 De conformidad con las disposiciones del artículo 5 de la Convención, toda persona privada de libertad tiene 
derecho a vivir en una situación de detención compatible con su dignidad personal. Asimismo, como responsable 
de los establecimientos de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos la existencia de condiciones que 
dejen a salvo sus derechos. En el mismo sentido: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005, párr. 95.

Corte IDH. Asunto de las Penitenciarías de Mendoza respecto Argentina. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 22 de noviembre de 2004.

Considerando:

10.	 Que la Corte ha establecido que “[u]na de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su 
posición de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de las 

62	 Eur. Court H.R. Kudla v. Poland, judgement of 26 october 2000, no. 30210/96, párr. 93-94.
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personas privadas de libertad, es la de [procurar] a éstas las condiciones mínimas compatibles con su dignidad 
mientras permanecen en los centros de detención”63. 

11.	 Que, en virtud de la relación que existe entre las condiciones de detención y la garantía de los derechos a la vida 
e integridad personal […], es posible la protección de personas privadas de libertad en un centro de detención 
que se encuentren en las condiciones alegadas, mediante una orden de adopción de medidas provisionales 
dictada por este Tribunal. En el mismo sentido: Asunto del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare 
II respecto Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 de marzo de 
2006, considerando 10.

Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005.

96.	 El Comité de Derechos Humanos ha afirmado que mantener detenida a una persona en una celda reducida, 
veintitrés horas al día, aislada de los demás presos, en oscuridad, sin tener en qué ocuparse y sin que se le 
permita trabajar ni estudiar, constituye una violación a su derecho a ser tratado humanamente y con el debido 
respeto a la dignidad inherente al ser humano. En el caso Mukong el Comité insistió sobre la universalidad 
del derecho a un trato digno y humano y rechazó la escasez de recursos como excusa para la inobservancia de  
este derecho. 

97.	 En el Caso Soering vs. Reino Unido, la Corte Europea determinó que el llamado “fenómeno del corredor de 
la muerte”, constituido por un período de detención prolongado en espera y previo a la ejecución, durante el 
cual el condenado sufre de angustia mental y está sujeto a una tensión extrema y a trauma psicológico por la 
constante espera de lo que será el ritual de la propia ejecución, implica un trato cruel, inhumano y degradante.

98.	 Ese mismo tribunal ha establecido que en todos los casos en que se imponga la pena de muerte, es necesario que 
se consideren, a la luz del artículo 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales, las circunstancias personales del condenado, las condiciones de detención mientras 
espera la ejecución y la duración de la detención anterior a la ejecución.

99.	 Numerosas decisiones de organismos internacionales invocan las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el 
Tratamiento de Reclusos, a fin de interpretar el contenido del derecho de los presos a un trato digno y humano; 
aquéllas prescriben las normas básicas respecto al alojamiento, higiene, tratamiento médico y ejercicio de los 
reos privados de la libertad. 

100.	 En el presente caso, el Estado no ha cumplido estos parámetros mínimos durante la detención del señor Raxcacó 
Reyes en el sector once del Centro de Detención Preventiva para Hombres de la Zona 18 […]

101.	 El peritaje de la señora Aída Castro–Conde […] concluyó que las condiciones carcelarias en las que vive en 
señor Raxcacó Reyes le han provocado malestar psicológico intenso. Diagnosticó que el detenido sufre estrés 
post- traumático y señaló que padece enfermedades psicosomáticas producto de la situación en la que se 
encuentra en espera de la ejecución.

Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006.

105.	 Los organismos internacionales de protección de los derechos humanos han establecido que los detenidos 
tienen derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y que el Estado debe 
garantizarles el derecho a la integridad personal. 

108.	 Está probado que durante la detención del señor Alfredo López Álvarez en los centros penales de Tela y de 
Támara había sobrepoblación carcelaria; la presunta víctima se encontraba en situación de hacinamiento 
permanente; estuvo en una celda reducida, habitada por numerosos reclusos; tuvo que dormir en el suelo 
durante un largo período; no contó con una alimentación adecuada ni agua potable, ni dispuso de condiciones 
higiénicas indispensables […].

63	 Cfr. Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay,, párr. 159.
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109.	 En la audiencia pública celebrada el 28 de junio de 2005 ante la Corte, el Estado no sólo reconoció que el señor 
Alfredo López Álvarez pasó “penurias” durante su detención, sino manifestó que “en los centros penales de 
prácticamente toda la República […] la verdad es que las condiciones no son las mejores”. 

110.	 De lo anteriormente expuesto se desprende que la presunta víctima no fue tratada con el debido respeto a su 
dignidad humana, y que el Estado incumplió los deberes que le corresponden en su condición de garante de los 
derechos de los detenidos. 

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de  
noviembre de 2006.

274.	 En lo que se refiere a personas privadas de la libertad, el propio artículo 5.2 de la Convención establece que 
serán tratadas con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. De conformidad con el artículo 
27.2 de la Convención este derecho forma parte del núcleo inderogable, que no es susceptible de suspensión 
en casos de guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de los Estados Partes.  
En el mismo sentido: Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006, párr. 8564.

314.	 Las sanciones penales son una expresión de la potestad punitiva del Estado e “implican menoscabo, privación 
o alteración de los derechos de las personas, como consecuencia de una conducta ilícita”65. Sin embargo, las 
lesiones, sufrimientos, daños a la salud o perjuicios sufridos por una persona mientras se encuentra privada de 
libertad pueden llegar a constituir una forma de pena cruel cuando, debido a las condiciones de encierro, exista 
un deterioro de la integridad física, psíquica y moral, estrictamente prohibido por el inciso 2 del artículo 5 de la 
Convención, que no es consecuencia natural y directa de la privación de libertad en sí misma. Cuando se trata 
de personas que sufren condena, las situaciones descritas son contrarias a la “finalidad esencial” de las penas 
privativas de la libertad, como establece el inciso 6 del citado artículo, es decir, “la reforma y la readaptación 
social de los condenados”. Las autoridades judiciales deben tomar en consideración estas circunstancias al 
momento de aplicar o evaluar las penas establecidas. Las anteriores consideraciones son aplicables, en la medida 
pertinente, a la privación provisional o cautelar de la libertad, en lo relativo al tratamiento que deben recibir 
los reclusos, ya que la normativa internacional que lo regula contiene reglas aplicables tanto a los reclusos en 
prisión preventiva como a los reclusos condenados.

319.	 Dentro de las graves condiciones de detención se encuentran […]:ubicación en celdas en condiciones de 
hacinamiento que no permitían adecuada movilidad ni aseguraban condiciones razonables de higiene y salud, 
sin acceso a luz natural o artificial; precarias condiciones de alimentación; falta de atención médica adecuada 
y de suministro de medicinas, no obstante que había internos heridos y otros que adquirieron enfermedades 
en la cárcel; falta de ropa de abrigo, inclusive para quienes estaban en la cárcel de Yanamayo en donde las 
temperaturas descienden varios grados bajo cero; severo régimen de incomunicación; desatención de las 
necesidades fisiológicas de la mujer al negarles materiales de aseo personal, como jabón, papel higiénico, toallas 
sanitarias y ropa íntima para cambiarse; desatención de las necesidades de salud pre y post natal; prohibición 
de dialogar entre sí, leer, estudiar y realizar trabajos manuales. El daño y sufrimiento experimentados por las 
mujeres en general y especialmente las mujeres embarazadas y por las internas madres resultó particularmente 
grave en los términos que se describen más adelante […].

321.	 En el contexto de los hechos del presente caso, esas condiciones de detención y tratamiento significaron una 
afectación del derecho de los internos a vivir en un régimen de detención compatible con su dignidad personal, 
e incluyeron modalidades de castigo adicionales a la privación de la libertad en sí misma, que conllevaron 
graves lesiones, sufrimientos y daños a la salud de los internos. El Estado aprovechó el poder de control que 

64	 Los hechos del presente caso se contextualizan en noviembre de 1992, cuando se produjo un segundo intento de golpe de Estado contra el gobierno 
del entonces Presidente Carlos Andrés Pérez. La madrugada del 27 de noviembre de 1992, agentes de la Guardia Nacional y de la Policía Metropolitana 
intervinieron el centro penitenciario denominado Retén de Catia. Dispararon indiscriminadamente a los reclusos, lo cual generó la muerte de 
aproximadamente 53 personas y decenas de heridos y desaparecidos.

	 En el transcurso de las 48 horas en que ocurrieron los sucesos dentro del Retén de Catia se produjo la muerte de aproximadamente 63 reclusos, entre ellos 
las 37 víctimas del presente caso 52 heridos y 28 desaparecidos. A pesar de haber iniciado una serie de recursos, no se realizaron mayores investigaciones 
ni se sancionaron a los responsables.

65	 Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 223; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 101; y Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá, párr. 106.
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tenía sobre quienes se encontraban en centros de detención para causarles un grave deterioro a su integridad 
física, psíquica y moral, a través de tales condiciones y tratamientos.

Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 200766.

170.	  De conformidad con el artículo 5 de la Convención, toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en 
una situación de detención compatible con su dignidad personal. Como responsable de los establecimientos 
de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos la existencia de condiciones que respeten sus derechos 
fundamentales y una vida digna.

Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011.

83.	 Este Tribunal ha señalado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda persona privada 
de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal. En este 
sentido, los Estados no pueden invocar privaciones económicas para justificar condiciones de detención que no 
cumplan con los estándares mínimos internacionales en esta área y no respeten la dignidad del ser humano. 

85.	 Asimismo, el Tribunal ha considerado que la detención en condiciones de hacinamiento, con falta de ventilación 
y luz natural, sin cama para el reposo ni condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación 
o con restricciones indebidas al régimen de visitas, constituyen una violación a la integridad personal. En ese 
mismo sentido, las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos establecen criterios 
básicos para interpretar el contenido del derecho de las personas privadas de la libertad a un trato digno y 
humano. Esas reglas incluyen, entre otras, la prohibición estricta de las penas corporales, de los encierros en 
celdas oscuras, así como las normas básicas respecto al alojamiento e higiene.

86.	 En las circunstancias del presente caso, el señor Fleury fue detenido en una celda con hacinamiento, sin 
ventilación, sin instalaciones sanitarias y condiciones de higiene adecuadas y sin acceso a alimentos o agua 
potable […]. Independientemente del tiempo de detención, toda persona en situación de detención debe ser 
tratada con el debido respeto a su dignidad.

87.	 Esta Corte constata que las condiciones de detención que enfrentó el señor Fleury no se ajustan a los estándares 
mínimos de detención exigidos por los instrumentos internacionales por lo que el Estado es responsable por la 
violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.

Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 201267. 

67.	 Este Tribunal ha incorporado en su jurisprudencia los principales estándares sobre condiciones carcelarias y 
deber de prevención que el Estado debe garantizar en favor de las personas privadas de libertad. En particular, 
como ha sido establecido por esta Corte:

a)	 el hacinamiento constituye en sí mismo una violación a la integridad personal; asimismo, obstaculiza el 
normal desempeño de las funciones esenciales en los centros penitenciarios; 

b)	 la separación por categorías deberá realizarse entre procesados y condenados y entre los menores de 
edad de los adultos, con el objetivo de que los privados de libertad reciban el tratamiento adecuado  
a su condición; 

66	 Los hechos del presente caso se refieren a Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo Íñiguez. Juan Carlos Chaparro Álvarez, de nacionalidad 
chilena, era dueño de una fábrica dedicada a la elaboración de hieleras para el transporte y exportación de distintos productos. Freddy Hernán Lapo 
Íñiguez, de nacionalidad ecuatoriana, era el gerente de dicha fábrica. El 14 de noviembre de 1997, oficiales de la policía antinarcóticos incautaron en 
el Aeropuerto Simón Bolívar de la ciudad de Guayaquil un cargamento de pescado. En dicho cargamento fueron encontradas unas hieleras en las 
cuáles se detectó la presencia de clorhidrato de cocaína y heroína. El señor Chaparro fue considerado sospechoso de pertenecer a una organización 
internacional delincuencial dedicada al tráfico internacional de narcóticos puesto que su fábrica se dedicaba a la elaboración de hieleras similares a las 
que se incautaron. 

	 Es así como al día siguiente se dispuso el allanamiento de la fábrica. Asimismo, se detuvieron a Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo 
Íñiguez. Juan Carlos Chaparro Álvarez. Aún cuando no se encontraron drogas en la fábrica, ésta no fue devuelta hasta casi 5 años después.

67	 Los hechos del presente caso ocurrieron en el Centro Penal de San Pedro Sula. Las condiciones de detención eran inadecuadas, existía hacinamiento y las 
celdas no contaban con ventilación ni luz. El 17 de mayo de 2004 ocurrió un incendio producto de la sobrecarga de aparatos eléctricos. Como resultado, 
107 internos, pertenecientes a las Maras, fallecieron. Durante el incendio los internos no pudieron salir de sus celdas. Hasta la fecha de la sentencia no 
habían responsables. El Estado realizó un reconocimiento total de responsabilidad el que fue aceptado por la Corte.
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c)	 todo privado de libertad tendrá acceso al agua potable para su consumo y al agua para su aseo personal; 
la ausencia de suministro de agua potable constituye una falta grave del Estado a sus deberes de garantía 
hacia las personas que se encuentran bajo su custodia;

d)	 la alimentación que se brinde, en los centros penitenciarios, debe ser de buena calidad y debe aportar un 
valor nutritivo suficiente; 

e)	 la atención médica debe ser proporcionada regularmente, brindando el tratamiento adecuado que sea 
necesario y a cargo del personal médico calificado cuando este sea necesario; 

f)	 la educación, el trabajo y la recreación son funciones esenciales de los centros penitenciarios , las cuales 
deben ser brindadas a todas las personas privadas de libertad con el fin de promover la rehabilitación y 
readaptación social de los internos; 

g)	 las visitas deben ser garantizadas en los centros penitenciarios. La reclusión bajo un régimen de visitas 
restringido puede ser contraria a la integridad personal en determinadas circunstancias; 

h)	 todas las celdas deben contar con suficiente luz natural o artificial, ventilación y adecuadas condiciones 
de higiene; 

i)	 los servicios sanitarios deben contar con condiciones de higiene y privacidad;

j)	 los Estados no pueden alegar dificultades económicas para justificar condiciones de detención que 
no cumplan con los estándares mínimos internacionales en la materia y que no respeten la dignidad 
inherente del ser humano, y

k)	 las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, inhumano o degradante, incluidos los castigos 
corporales, la reclusión en aislamiento prolongado, así como cualquier otra medida que pueda poner en 
grave peligro la salud física o mental del recluso están estrictamente prohibidas.

68.	 Además, la Corte ha establecido que el Estado en su función de garante debe diseñar y aplicar una política 
penitenciaria de prevención de situaciones críticas que pondría en peligro los derechos fundamentales de 
los internos en custodia. En este sentido, el Estado debe incorporar en el diseño, estructura, construcción, 
mejoras, manutención y operación de los centros de detención, todos los mecanismos materiales que reduzcan 
al mínimo el riesgo de que se produzcan situaciones de emergencia ó incendios y en el evento que se produzcan 
estas situaciones se pueda reaccionar con la debida diligencia, garantizando la protección de los internos o 
una evacuación segura de los locales. Entre esos mecanismos se encuentran sistemas eficaces de detección 
y extinción de incendios, alarmas, así como protocolos de acción en casos de emergencias que garanticen la 
seguridad de los privados de libertad. 

69.	 En razón de lo anterior, en el presente caso el Estado incumplió el deber de garantizar a las personas privadas de 
libertad en la celda No. 19 las condiciones de detención compatibles con su dignidad personal, de conformidad 
con los estándares internacionales en la materia. Asimismo, frente al conocimiento de una situación crítica de 
riesgo, el Estado no garantizó los derechos de los internos a través de acciones preventivas y de actuación con 
la debida diligencia frente al incendio, lo que provocó muertes traumáticas y dolorosas. En este entendido, la 
Corte ha aceptado el reconocimiento de responsabilidad efectuado por Honduras, y por tanto concluye que el 
Estado violó el deber de garantizar los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 5.6 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las 107 personas privadas de libertad 
que perdieron la vida (Anexo A). Además, el Estado violó el artículo 5.4, en relación con el artículo 1.1, ambos 
de la Convención Americana, en perjuicio de los 22 internos fallecidos individualizados que se encontraban en 
prisión preventiva en la celda No. 19 junto con las personas condenadas (Anexo B). 
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3.2.	 Instalaciones destinadas a las personas privadas de libertad

3.2.1. Establecimientos de detención

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004.

165.	 En el capítulo sobre hechos probados […] se concluyó que el Instituto no contaba con una infraestructura 
adecuada para albergar a los internos, que había una sobrepoblación carcelaria y, consecuentemente, éstos 
se encontraban en una situación de hacinamiento permanente. Estaban recluidos en celdas insalubres, con 
escasas instalaciones higiénicas y muchos de estos internos no tenían camas, frazadas y/o colchones, lo cual los 
obligaba a dormir en el suelo, hacer turnos con sus compañeros, o compartir las pocas camas y colchones […]. 

177.	 Ahora bien, la Corte observa que el Estado, además de no crear las condiciones y tomar las medidas necesarias 
para que los internos del Instituto tuvieran y desarrollaran una vida digna mientras se encontraban privados 
de libertad y además de no cumplir con sus obligaciones complementarias respecto de los niños, mantuvo 
al Instituto en condiciones tales que posibilitó que se produjeran los incendios y que éstos tuvieran terribles 
consecuencias para los internos, a pesar de las diversas advertencias y recomendaciones dadas por organismos 
internacionales y no gubernamentales respecto del peligro que esas condiciones entrañaban. Como resultado 
de estos sucesos, perdieron la vida los internos […]. 

	
178.	 En este sentido, de los hechos probados […] se advierte que el Estado no había tomado las prevenciones 

suficientes para enfrentar la posibilidad de un incendio en el Instituto, ya que éste originalmente no fue 
pensado como un centro de reclusión y, por consiguiente, no contaba con la implementación de todas las 
medidas de seguridad, evacuación y emergencia necesarias para un evento de esta naturaleza. Por ejemplo, no 
contaba con alarmas ni extintores de incendio y los guardias no tenían preparación para enfrentar situaciones 
de emergencia. Valga recordar lo indicado por la Corte en el sentido de que el Estado, en su función de garante, 
“debe diseñar y aplicar una política penitenciaria de prevención de situaciones críticas”68 que podrían poner en 
peligro los derechos fundamentales de los internos en su custodia. 

179.	 En atención a lo anterior, la Corte concluye que la falta de prevención del Estado, que llevó a la muerte a varios 
de los internos –y que fue, si no para todos, para muchos de ellos particularmente traumática y dolorosa, ya 
que la pérdida de la vida se produjo por asfixia o por quemaduras, prolongándose la agonía para algunos por 
varios días– equivale a una negligencia grave que lo hace responsable de la violación del artículo 4.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, y respecto de los niños, leído también a la 
luz del artículo 19 de la misma Convención, en perjuicio de los internos mencionados.

184.	 Como se destacó anteriormente, este Tribunal considera que el Estado debe garantizar el derecho a la vida 
y a la integridad personal de los internos localizados en establecimientos de detención […]. Por tanto, 
independientemente de que ningún agente estatal fue aparentemente el responsable directo de las muertes de 
los dos niños en la penitenciaría de Emboscada, el Estado tenía el deber de crear las condiciones necesarias 
para evitar al máximo riñas entre los internos, lo que el Estado no hizo, por lo cual incurrió en responsabilidad 
internacional por la privación de la vida de los niños Richard Daniel Martínez y Héctor Ramón Vázquez, 
configurándose de este modo una violación del artículo 4.1 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 
y 19 de la misma. 

187.	 La Corte observa que las mismas consideraciones ya efectuadas para los internos que fueron privados del 
derecho a la vida […], pueden reiterarse para aquéllos que resultaron heridos en los incendios, todos ellos 
niños, […]. La responsabilidad del Estado se funda, por lo tanto, en su negligencia grave al omitir realizar 
siquiera mínimas acciones de prevención frente a la posibilidad de que se produjera un incendio.

68	 Corte IDH. Caso de la Cárcel de Urso Branco, Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 7 de julio de 2004, 
considerando decimotercero. 
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Caso Díaz Peña Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de  
junio de 201269.

136.	 Si bien consta en el presente caso que aproximadamente un año y ocho meses después del ingreso del señor 
Díaz Peña al Control de Aprehendidos se abrió una ventana en una área específica del mismo, se permitió 
gradualmente el uso de ventiladores de pie, se dispuso de manera progresiva un sistema de iluminación artificial, 
extractores internos de aire y aire acondicionado, así como se permitió de manera restringida el acceso al aire 
libre […], lo cierto es que las medidas adoptadas no fueron suficientes para cumplir la obligación del Estado 
de acondicionar íntegramente las instalaciones para que en ellas se pudiera tener acceso a la luz natural y 
aire fresco, así como implementar salidas regulares y constantes al aire libre, en las circunstancias propias del 
encierro. 

3.2.2. Separación de personas privadas de libertad

Corte IDH. Asunto de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 29 de agosto de 2002.

Considerando:

10.	 Que la Corte considera pertinente y necesario, para proteger la vida e integridad personal de los reclusos de la 
Cárcel de Urso Branco, que las condiciones de este centro penitenciario se encuentren ajustadas a las normas 
internacionales de protección de los derechos humanos aplicables a la materia. En particular, el Tribunal 
estima que debe existir una separación de categorías, de manera que “[l]os reclusos pertenecientes a categorías 
diversas deberán ser alojados en diferentes […] secciones dentro de[l] establecimiento, según […] los motivos 
de su detención y el trato que corresponda aplicarles”70, y “[l]os detenidos en prisión preventiva deberán ser 
separados de los que están cumpliendo condena”71. […]

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004.

169.	 Además, ha quedado establecido que los internos del Instituto procesados sin sentencia no estaban separados 
de los condenados y, por tanto, todos los internos eran sometidos al mismo trato sin distinción alguna […]. 
Esta situación coadyuvó a que en el Instituto existiera un clima de inseguridad, tensión y violencia. El propio 
Estado ha reconocido la falta de separación entre procesados y condenados y ha señalado que ésta existía en el 
Instituto por “la falta de disponibilidad de medios”72. Finalmente, no existían oportunidades efectivas para que 
los internos se reformasen y reinsertasen a la sociedad […]. 

Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de  
septiembre de 2004.

151.	 […]. En el centro penitenciario no había clasificación de reclusos […]. 

158.	 Por otra parte, los representantes de la presunta víctima y sus familiares alegaron que el Estado había violado en 
perjuicio del señor Tibi el artículo 5.4 de la Convención Americana, que establece que, “salvo en circunstancias 

69	  Los hechos del presente caso se enmarcan durante las protestas que se llevaron a cabo en la Plaza Francia de Altamira, Caracas, iniciadas en octubre de 
2002 y que se extendieron durante parte del año 2003. Es así como el 25 de febrero de 2003 estallaron dos artefactos explosivos en el Consulado General 
de la República de Colombia y en la Oficina de Comercio Internacional del Reino de España, situados en Caracas. Raúl José Díaz Peña, estudiante de 
ingeniería civil, fue arrestado el 14 de agosto de 2006 por su presunta responsabilidad en los hechos narrados previamente. Durante el tiempo en que 
permaneció en detención, las condiciones del centro penitenciario afectaron su salud, tales como la falta de luz natural y ventilación. Asimismo no recibió 
oportunamente atención médica cuando la necesitaba. Raúl José Díaz Peña fue condenado a una pena de nueve años y cuatro meses de prisión el 29 de 
abril de 2008. El 13 de mayo de 2010 se le concedió la medida alternativa de cumplimiento de pena de régimen abierto. Actualmente se encuentra en los 
Estados Unidos de América en proceso de asilo.

70	 Naciones Unidas, Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas por el 
Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el 
Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, regla número 8.

71	 Cfr. Naciones Unidas, Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, […], reglas 
número 8.b) y 85.1).

72	 Escrito de contestación de la demanda, párr. 201, pág. 55. 
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excepcionales”, los procesados deben estar separados de los sentenciados, y ser sometidos a un tratamiento 
adecuado a su condición. En el presente caso, está demostrado […] que no había un sistema de clasificación de 
los detenidos en el centro penitenciario en donde estuvo recluido el señor Tibi y que por esta razón se vio en la 
necesidad de convivir con sentenciados y quedó expuesto a mayor violencia. La Corte considera que la falta de 
separación de reclusos descrita es violatoria del artículo 5.4 de la Convención Americana.

Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006.

112.	 Está demostrado que en los centros penitenciarios en donde estuvo recluido el señor Alfredo López Álvarez 
no regía un sistema de clasificación de los detenidos. Durante más de seis años y cuatro meses en que estuvo 
privado de libertad, permaneció en compañía de reclusos condenados, sin que el Estado haya invocado y 
probado la existencia de circunstancias excepcionales […].

Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013.

380.	 Esta Corte ha considerado que el artículo 5.4 de la Convención Americana impone a los Estados la obligación de 
establecer un sistema de clasificación de los reclusos en los centros penitenciarios, de manera que se garantice que 
los procesados sean separados de los condenados y que reciban un tratamiento adecuado a su condición de persona 
no condenada. Estas garantías pueden ser entendidas como corolario del derecho de una persona procesada a 
que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad, el cual está reconocido en el 
artículo 8.2 de la Convención. Corresponde al Estado demostrar la existencia y funcionamiento de un sistema 
de clasificación que respete las garantías establecidas en el artículo 5.4 de la Convención, así como la existencia 
de circunstancias excepcionales en caso de no separar los procesados de los condenados. La Corte ha establecido 
además que la separación de los procesados y de los condenados requiere no solamente mantenerlos en diferentes 
celdas, sino también que estas celdas estén ubicadas en diferentes secciones dentro de un determinado centro de 
detención, o en diferentes establecimientos si resultara posible.

381.	 En el presente caso, no se ha demostrado que existía un sistema de clasificación de los reclusos separando los 
procesados de los condenados en el Penal Miguel Castro Castro. Por el contrario, el Estado improvisó un sistema 
único de concentración de reclusos, sin implementar regímenes adecuados entre internos acusados y sentenciados 
por delitos de terrorismo y traición a la patria. Por ello, este Tribunal considera demostrado que mientras la señora 
J. estuvo detenida en el Penal Miguel Castro Castro, no estuvo separada de las reclusas condenadas tal como lo 
requiere el artículo 5.4 de la Convención. Al respecto, el Estado tampoco invocó la existencia de circunstancias 
excepcionales que justificaran la no separación temporal entre procesados y condenados. Por tanto, el Estado 
violó el artículo 5.4 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.

3.2.3. Hacinamiento

Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000

85.	 En cuanto a las condiciones de reclusión, la Corte ha dado por probado que el señor Cantoral Benavides fue 
mantenido durante un año bajo aislamiento riguroso, hacinado con otros presos en una celda pequeña, sin 
ventilación ni luz natural, y que las visitas que podía recibir estaban sumamente restringidas […]. También 
surge claramente de las pruebas aportadas que la atención médica brindada a la víctima fue muy deficiente […]. 
Además, ya se ha dejado establecido en esta misma sentencia que 20 días después de haber sido privado de su 
libertad, cuando aún no había sido procesado, y mucho menos condenado, el señor Cantoral Benavides fue 
exhibido ante los medios de comunicación, vestido con ropas infamantes, junto a otros detenidos, como autor 
del delito de traición a la patria […].

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004.

165.	 En el capítulo sobre hechos probados […] se concluyó que el Instituto no contaba con una infraestructura 
adecuada para albergar a los internos, que había una sobrepoblación carcelaria y, consecuentemente, éstos 
se encontraban en una situación de hacinamiento permanente. Estaban recluidos en celdas insalubres, con 
escasas instalaciones higiénicas y muchos de estos internos no tenían camas, frazadas y/o colchones, lo cual los 
obligaba a dormir en el suelo, hacer turnos con sus compañeros, o compartir las pocas camas y colchones […]. 
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166.	  A estás condiciones de sobrepoblación y hacinamiento se suma, tal como ha sido probado en el presente caso 
[…], que los internos se encontraban mal alimentados, tenían muy pocas oportunidades de hacer ejercicio 
o realizar actividades recreativas, y no contaban con una atención médica, dental y psicológica adecuada y 
oportuna […].

Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006.

108.	 Está probado que durante la detención del señor Alfredo López Álvarez en los centros penales de Tela y de 
Támara había sobrepoblación carcelaria; la presunta víctima se encontraba en situación de hacinamiento 
permanente; estuvo en una celda reducida, habitada por numerosos reclusos; tuvo que dormir en el suelo 
durante un largo período; no contó con una alimentación adecuada ni agua potable, ni dispuso de condiciones 
higiénicas indispensables […].

110.	 De lo anteriormente expuesto se desprende que la presunta víctima no fue tratada con el debido respeto a su 
dignidad humana, y que el Estado incumplió los deberes que le corresponden en su condición de garante de los 
derechos de los detenidos.

Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006.

90.	 La Corte toma nota de que según el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes (en adelante “el CPT”), una prisión sobrepoblada se caracteriza por un alojamiento 
antihigiénico y restringido, con falta de privacidad aun para realizar actividades básicas tales como el uso de las 
facilidades sanitarias; reducidas actividades fuera de la celda debido al número de internos que sobrepasan los 
servicios disponibles; servicios de salud sobrecargados; aumento de la tensión en el ambiente y por consiguiente 
más violencia entre los prisioneros y el personal penitenciario. Este listado es meramente enunciativo. 
Asimismo, el CPT estableció que 7 m2 por cada prisionero es un guía aproximada y deseable para una celda 
de detención. Por otro lado, la Corte Europea de Derechos Humanos consideró que un espacio de cerca de 
2m2 para un interno es un nivel de hacinamiento que en sí mismo era cuestionable a la luz del artículo 3 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos y no podía considerarse como un estándar aceptable, y que una celda  
de 7m2 para dos internos era un aspecto relevante para determinar una violación de mismo artículo. En el 
mismo sentido, la Corte Europea consideró que en una celda de 16.65 m2 en donde habitaban 10 reclusos 
constituía una extrema falta de espacio.

91.	 En el presente caso, el espacio de aproximadamente 30 centímetros cuadrados por cada recluso es a todas luces 
inaceptable y constituye en sí mismo un trato cruel, inhumano y degradante, contrario a la dignidad inherente 
del ser humano y, por ende, violatorio del artículo 5.2 de la Convención Americana.

92.	 De igual forma, dormitorios de gran capacidad como los que existían en el Retén de Catia inevitablemente 
implicaban una falta de privacidad para los presos en su vida diaria. Además, el riesgo de intimidación y 
violencia era alto. Tales condiciones de alojamiento son propensas a fomentar el desarrollo de subculturas 
delictivas y a facilitar el mantenimiento de la cohesión de organizaciones criminales. También pueden volver 
extremadamente difícil, si no imposible, el apropiado control por parte del personal penitenciario; más 
específicamente, en caso de disturbio, las intervenciones externas que impliquen un uso considerable de fuerza 
son difíciles de evitar. Con tales alojamientos, la apropiada distribución individual de presos, basada en una 
evaluación caso por caso de riesgos y necesidades, también llega a ser una práctica casi imposible.

Corte IDH. Asunto de Determinados Centros Penitenciarios de Venezuela. Centro Penitenciario de la Región 
Centro Occidental (Cárcel de Uribana) respecto de Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del 13 de febrero de 2013.

Considerando:

8.	 Al respecto, la Corte nota que, al momento de la adopción de las medidas provisionales en el año 2007 […], 
el Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental contaba con una población reclusa de 1.448 internos, 
para una capacidad instalada de 790, según datos aportados por la Comisión Interamericana. Tras seis años 
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de vigencia de las medidas, el Tribunal advierte que el número de privados de libertad se ha incrementado, 
siendo en agosto de 2012 de 2.456 […] y en enero de 2013 de 2.641 internos […]. De este modo, prevalece 
una situación de hacinamiento dentro del referido penal de aproximadamente entre el 310% y 334%, la cual 
evidentemente provoca un clima de inestabilidad y conflictividad intra-carcelaria.

3.2.4. Condiciones sanitarias, higiene, ropas y camas

Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de  
septiembre de 2004.

151.	 El señor Daniel Tibi fue recluido bajo severas condiciones de hacinamiento e insalubridad por 45 días, en un 
pabellón de la Penitenciaría del Litoral conocido como “la cuarentena”. Allí debía permanecer durante todo el 
día, sin ventilación ni luz suficiente, y no se le proporcionaba alimento. Posteriormente, estuvo varias semanas 
en el corredor del pabellón de dicha penitenciaría, durmiendo en el suelo, hasta que finalmente pudo ubicarse, 
por la fuerza, en una celda […]. Alguna vez fue recluido en el pabellón de indisciplinados, donde otros reclusos 
lo atacaron […].

152. 	 La descripción de las condiciones en las que vivió el señor Daniel Tibi durante su detención evidencian que 
éstas no satisficieron los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno, conforme a su condición de 
ser humano, en el sentido del artículo 5 de la Convención.

Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006.

97.	 Este Tribunal considera que las malas condiciones físicas y sanitarias de los lugares de detención, así como 
la falta de luz y ventilación adecuadas, pueden ser en sí mismas violatorias del artículo 5 de la Convención 
Americana, dependiendo de la intensidad de las mismas, su duración y las características personales de quien 
las sufre, pues pueden causar sufrimientos de una intensidad que exceda el límite inevitable de sufrimiento que 
acarrea la detención, y porque conllevan sentimientos de humillación e inferioridad.

98.	 En este sentido, la Corte Europea estimó que el hecho de que una persona hubiera sido obligado a vivir, dormir 
y hacer uso del sanitario conjuntamente con un gran número de internos era en sí mismo suficiente para 
considerarlo como un trato degradante.

99.	 En el presente caso, ciertos internos del Retén del Catia no solo tenían que excretar en presencia de sus 
compañeros, sino que tenían que vivir entre excrementos, y hasta alimentarse en esas circunstancias. La Corte 
considera que ese tipo de condiciones carcelarias son completamente inaceptables, constituyen un desprecio 
a la dignidad humana, un trato cruel, inhumano y degradante, un severo riesgo para la salud y la vida, y una 
rotunda violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana.

Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2010.

215.	 La Corte estima probado que en junio de 2003, mientras el señor Vélez Loor se encontraba recluido en el 
Centro Penitenciario La Joyita, se produjo un problema en el suministro de agua que habría afectado a la 
población carcelaria. La prueba allegada demuestra que las deficiencias en el suministro de agua potable en 
el Centro Penitenciario La Joyita han sido una constante […], y que en el año 2008 el Estado habría adoptado 
algunas medidas al respecto. El Tribunal observa que la falta de suministro de agua para el consumo humano 
es un aspecto particularmente importante de las condiciones de detención. En relación con el derecho al agua 
potable, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha señalado que 
los Estados Partes deben adoptar medidas para velar por que “[l]os presos y detenidos tengan agua suficiente 
y salubre para atender a sus necesidades individuales cotidianas, teniendo en cuenta las prescripciones del 
derecho internacional humanitario y las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos”73. Asimismo, las 

73	 Naciones Unidas, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general Nº 15 (2002) sobre El derecho al agua (artículos 11 y 
12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), aprobada por el Comité en su 29º período de sesiones (2002), HRI/GEN/1/
Rev.7, 2002, párr. 16.g) (expediente de prueba, tomo V, anexo 23 al escrito autónomo de solicitudes, argumentos y pruebas, folio 2002). Ver también, 
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Reglas Mínimas establecen que “[s]e exigirá de los reclusos aseo personal y a tal efecto dispondrán de agua y 
de los artículos de aseo indispensables para su salud y limpieza”, así como que “[t]odo recluso deberá tener la 
posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite”74. En consecuencia, los Estados deben adoptar 
medidas para velar porque las personas privadas de libertad tengan acceso a agua suficiente y salubre para 
atender sus necesidades individuales cotidianas, entre ellas, el consumo de agua potable cuando lo requiera, así 
como para su higiene personal.

216.	 El Tribunal considera que la ausencia de las condiciones mínimas que garanticen el suministro de agua potable 
dentro de un centro penitenciario constituye una falta grave del Estado a sus deberes de garantía hacia las 
personas que se encuentran bajo su custodia, toda vez que las circunstancias propias del encierro impiden 
que las personas privadas de libertad satisfagan por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son 
esenciales para el desarrollo de una vida digna , tales como el acceso a agua suficiente y salubre. 

217.	 Por lo demás, en cuanto a lo manifestado por el Estado […], el Tribunal no cuenta con elementos suficientes 
que le permitan determinar si esta práctica se utilizaba como método de castigo hacia la población reclusa.

3.2.5. Asistencia médica

Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de  
septiembre de 2004.

153.	 Asimismo, está probado que durante su permanencia en la cárcel, el señor Daniel Tibi fue examinado dos veces 
por médicos proporcionados por el Estado, quienes verificaron que sufría heridas y traumatismos, pero nunca 
recibió tratamiento médico ni se investigó la causa de dichos padecimientos […].

154.	 Sobre este particular es preciso remitirse al Principio vigésimo cuarto para la Protección de Todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión que determina que: “[s]e ofrecerá a toda persona detenida 
o presa un examen médico apropiado con la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de 
detención o prisión y, posteriormente, esas personas recibirán atención y tratamiento médico cada vez que sea 
necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos”75.

155.	 La Corte Europea ha sostenido que

según [el artículo 3 de la Convención], el Estado debe asegurar que una persona esté detenida en 
condiciones que sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, que la manera y el método 
de ejercer la medida no le someta a angustia o dificultad que exceda el nivel inevitable de sufrimiento 
intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias prácticas del encarcelamiento, su salud y bienestar 
estén asegurados adecuadamente, brindándole, entre otras cosas, la asistencia médica requerida76.

156.	 A su vez, la Corte Interamericana entiende que, conforme al artículo 5 de la Convención Americana, 
el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento 
adecuados cuando así se requiera. A su vez, el Estado debe permitir y facilitar que los detenidos sean 
atendidos por un facultativo elegido por ellos mismos o por quienes ejercen su representación o custodia legal.  
En el mismo sentido: Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 
noviembre de 2004, párr. 132.

157.	 Este Tribunal observa que, a pesar de su grave situación física y psicológica, el señor Tibi nunca fue sometido 
a un tratamiento o atención médica adecuados y oportunos en el centro penitenciario, lo que ha tenido 
consecuencias desfavorables para su estado de salud actual. La deficiente atención médica recibida por la 
presunta víctima es violatoria del artículo 5 de la Convención Americana.

Organización de Estados Americanos, Asamblea General, AG/RES. 2349 (XXXVII-O/07), Resolución sobre “El agua, la salud y los derechos humanos”, 
Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2007, Puntos Resolutivos primero a tercero.

74	 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas para la Prevención 
del Delito y el Tratamiento de los Delincuentes, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663 
C (XXIV), de 31 de julio de 1957, y 2076 (LXII), de 13 de mayo de 1977, Reglas 15 y 20(2).

75	 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, […], Principio 20.
76	 Cfr. Kudla v. Poland, No. 30210/96, párr. 93-94, ECHR 2000-XI.
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Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 2004.

131.	 Aunado a lo anterior, en el cas d’espèce está probado que la señora De La Cruz Flores sufrió diversos padecimientos 
físicos durante su detención, respecto de los cuales recibió una atención médica inadecuada […], lo que no 
satisface los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno, conforme a su condición de ser humano, 
en el sentido del artículo 5 de la Convención Americana.

Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006.

101.	 Entre los hechos aceptados por el Estado se cuenta que los servicios de asistencia médica a los cuales tenían 
acceso los internos del Retén de Catia no cumplían los estándares mínimos. Varios de los internos heridos a 
consecuencia de los sucesos ocurridos entre el 27 y el 29 de noviembre de 1992 permanecieron sin atención 
médica y medicación adecuadas […]. Asimismo, los internos enfermos no eran debidamente tratados.

102.	 Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no satisface los requisitos materiales 
mínimos de un tratamiento digno conforme a la condición de ser humano en el sentido del artículo 5 de la 
Convención Americana. El Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y 
atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. A su vez, el Estado debe permitir y facilitar que los 
detenidos sean atendidos por un facultativo elegido por ellos mismos o por quienes ejercen su representación o 
custodia legal, sin que esto signifique que existe una obligación de cumplir con todos los deseos y preferencias 
de la persona privada de libertad en cuanto a atención médica, sino con aquellas verdaderamente necesarias 
conforme a su situación real. La atención por parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades 
penitenciarias o de detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o 
mentales, de los prisioneros.

103.	 La falta de atención médica adecuada podría considerarse en sí misma violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la 
Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en particular, el tipo de dolencia que 
padece, el lapso transcurrido sin atención y sus efectos acumulativos. 

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de  
noviembre de 2006.

246.	 Asimismo, se encuentra probado que algunos internos después de concluido el “Operativo Mudanza 1” fueron 
llevados a los hospitales y murieron debido a que no recibieron los medicamentos ni la atención médica 
que requerían […]. Esas omisiones en la asistencia médica a los internos heridos respondieron a decisiones 
deliberadas y no a meros descuidos o negligencias, que dieron lugar a privaciones arbitrarias de la vida. 

295.	 La Corte encuentra particularmente grave que los internos que estaban heridos y fueron mantenidos en las 
zonas del referido penal conocidas como “tierra de nadie” y “admisión” no recibieran atención médica […]. El 
Estado tenía el deber de brindarles la atención médica que requerían, considerando que era el garante directo 
de sus derechos.

296.	 Se ha probado asimismo que una minoría de los internos heridos fueron trasladados al Hospital de la Sanidad de 
la Policía el día 9 de mayo de 1992 […] y que durante los traslados sufrieron nuevas violaciones a su integridad 
física, psíquica y moral. Se les trasladó hacinados y fueron golpeados por los agentes de seguridad, a pesar de 
que se encontraban heridos […]. La víctima Gaby Balcázar declaró que creía que “ni a un animal se le hace 
eso” […]. Este hecho es un elemento más del trato particularmente grave que se dio a los internos durante el 
“operativo” y con posterioridad al mismo. El perito Quiroga describió la manera de trasladar a los internos 
heridos a los hospitales como “actos de gran crueldad” […].

301.	 Quedó probado que los internos trasladados al Hospital de la Policía no recibieron tratamiento médico adecuado 
[…]. El Principio vigésimo cuarto para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión establece que “[…] toda persona detenida […] recibirá[…] atención y tratamiento médico 
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cada vez que sea necesario[…]”77. Esta Corte ha establecido que “el Estado tiene el deber de proporcionar a los 
detenidos […] atención y tratamiento [médicos] adecuados cuando así se requiera”78. 

302.	 El Estado debía cumplir este deber, con mayor razón, respecto de las personas que resultaron heridas en 
un centro penal y mediante la acción de los agentes de seguridad. Es evidente que todos los heridos como 
consecuencia del llamado “Operativo Mudanza 1” y de los actos siguientes a esa operación necesitaban atención 
médica urgente, máxime si se considera la magnitud del ataque, el tipo de heridas causadas y las características 
de las armas utilizadas durante ese “operativo”. La falta de atención médica adecuada ocasionó sufrimiento 
psicológico y físico adicional, y determinó que las lesiones no fueran adecuadamente atendidas y dieran lugar 
a padecimientos crónicos.

Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2010

220.	 Este Tribunal ha señalado que el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular 
y atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. El Principio 24 del Conjunto de Principios para 
la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión determina que 
“[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con la menor dilación posible 
después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas personas recibirán atención y 
tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos”. La atención por 
parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias o de detención es una importante 
salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o mentales, de las personas privadas de libertad. De 
otra parte, la falta de atención médica adecuada podría considerarse en sí misma violatoria del artículo 5.1 y 5.2 
de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en particular, el tipo de dolencia 
que padece, el lapso transcurrido sin atención y sus efectos acumulativos.

221.	 Al respecto, la Corte observa que del expediente médico del señor Vélez Loor se desprende, inter alia, que 
el 20 de marzo de 2003 fue evaluado por cefaleas y mareos, producto de una fractura en el cráneo con una 
antigüedad que el médico determinó de más o menos un año y medio, por lo cual se le ordenó realizar un CAT 
del cráneo ; el 10 de abril de 2003 el señor Vélez fue solicitado para evaluación médica negándose a salir para ser 
atendido, pero el médico al revisar el expediente determinó que el interno tenía un antecedente de fractura de 
cráneo expuesto y que el CAT cerebral no se había realizado, por lo cual sugirió descartar trastorno encefálico 
con el CAT ordenado , y el 22 de abril de 2003 el señor Vélez Loor fue evaluado por cefaleas y mareos, producto 
de una antigua fractura de cráneo y se le ordenó un CAT cerebral, que no se pudo realizar debido a su costo .

222.	 La Corte observa que, a pesar de sus recurrentes problemas de cefaleas y mareos, y la necesidad determinada 
por los galenos que lo atendieron que debía realizarse un CAT cerebral, dicho estudio no se concretó y el 
señor Vélez Loor no recibió atención médica adecuada y oportuna con relación a esta lesión, lo cual pudo 
haber tenido consecuencias desfavorables en su estado de salud actual y es contrario al tratamiento digno 
debido. Según el perito Flores Torrico, “tanto el dolor de cabeza, la cefalea, la visión borrosa, el lagrimeo 
que presenta el señor Vélez Loor, el vértigo y los mareos pueden perfectamente relacionarse con el golpe en 
la cabeza que recibió con un objeto contundente, que le causó una herida y una cicatriz […] en la región  
frontoparietal derecha”. 

223.	 La Corte encuentra probado, en consecuencia, que los servicios de asistencia médica a los cuales tuvo acceso 
el señor Vélez Loor no se prestaron de manera oportuna, adecuada y completa, ya que la aparente fractura 
craneal que presentaba permaneció sin atención médica especializada ni medicación adecuada y tampoco fue 
debidamente tratada. 

77	 Cfr. O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptado por la 
Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, Principio 24. En igual sentido Cfr. Corte IDH. Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Serie C No. 115, párr. 133; Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 154.

78	 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2006. Serie C No. 150, párrs. 102 y 103; Caso De la Cruz Flores Vs. Perú.  Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. 
Serie C No. 115, párr. 132; y Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004.  
Serie C No. 114, párr. 157.
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227.	 De acuerdo al reconocimiento del Estado y la prueba recibida, la Corte determina que las condiciones de 
detención en la Cárcel Pública de La Palma, así como aquellas en el Centro Penitenciario La Joyita, en su 
conjunto constituyeron tratos crueles, inhumanos y degradantes contrarios a la dignidad del ser humano y 
por lo tanto, configuran una violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el  
artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio del señor Vélez Loor.

Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
mayo de 201179. 

75.	 En definitiva, el Tribunal observa que en este caso, el Estado no brindó atención médica adecuada y oportuna al 
señor Pedro Miguel Vera Vera. Lo anterior, puesto que éste fue dado de alta luego de su primer internamiento 
en el Hospital de Santo Domingo de los Colorados sin que se hubiesen realizado los exámenes o diagnósticos 
pertinentes en atención a las lesiones que presentaba […]; cuando estuvo detenido en el Centro de Detención 
Provisional de Santo Domingo, el Estado no dispuso inmediatamente el traslado del señor Vera Vera a un 
hospital que contara con las facilidades para atender sus necesidades de salud sino que se le mantuvo en ese 
lugar hasta que las complicaciones de su herida fueron evidentes […]; cuando se le trasladó por segunda vez 
al Hospital de Santo Domingo de los Colorados el señor Vera Vera no fue intervenido quirúrgicamente ni se 
adoptaron otras medidas apropiadas para atender su grave estado de salud, lo cual le provocó un deterioro 
físico mayor […]. Posteriormente, en el hospital Eugenio Espejo de Quito ya no se pudo salvar la vida del 
señor Vera Vera dado que su condición de salud era ya muy delicada. En definitiva, la intervención quirúrgica 
que requería el señor Vera Vera no se realizó sino hasta diez días después de que recibió un impacto de 
bala y fue detenido, no obstante su grave estado de salud […]. Además, la atención médica brindada por 
el Estado fue impulsada por la señora Vera Valdez en reiteradas ocasiones […]. Para la Corte, la serie de 
omisiones en que incurrió el Estado a través de sus agentes a lo largo del tiempo en que Pedro Miguel Vera 
Vera estuvo bajo su custodia constituyó negligencia médica que resultó en su muerte, lo cual compromete su  
responsabilidad internacional. 

76.	 Adicionalmente, la Corte considera útil remitirse a jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos 
en casos en los cuales ha habido un tratamiento médico negligente o deficiente a personas privadas de la libertad, 
en un grado tal que dicho Tribunal Europeo ha considerado que los Estados han incurrido en violación del 
artículo 3 de la Convención Europea de Derechos Humanos, el cual consagra la prohibición, entre otros, de los 
tratos crueles, inhumanos y degradantes. Al respecto, la Corte Europea ha considerado que en el análisis de este 
tipo de violaciones:

[l]os malos tratos deberán alcanzar un nivel mínimo de gravedad para que puedan ubicarse en el 
marco del Artículo 3. La evaluación de este nivel mínimo es, naturalmente, relativa; depende de todas 
las circunstancias del caso, tales como la duración de los tratos, sus efectos físicos y mentales y, en 
algunos casos, el género, la edad, y estado de salud de la víctima […]. Si bien el propósito de esos tratos 
es un factor que debe considerarse, en particular si tuvieron el propósito de humillar o degradar a la 
víctima o no, la ausencia de tal propósito no lleva inevitablemente a la conclusión que no ha habido 
violación del artículo 3[.]

Además, no puede excluirse la posibilidad de que la detención de una persona enferma pueda dar lugar 
a controversias bajo el Artículo 3 de la Convención[.] 

77.	 Así, la Corte Europea ha tomado en cuenta factores tales como la falta de asistencia médica de emergencia y 
especializada pertinente, deterioro excesivo de la salud física y mental de la persona privada de la libertad y 
exposición a dolor severo o prolongado a consecuencia de la falta de atención médica oportuna y diligente, las 
condiciones excesivas de seguridad a las que se ha sometido a la persona a pesar de su evidente estado de salud 
grave y sin existir fundamentos o evidencias que las hicieran necesarias, entre otros, para valorar si se ha dado 
un tratamiento inhumano o degradante a la persona privada de la libertad. 

79	 Los hechos del presente caso se inciaron el 12 de abril de 1993, cuando Pedro Miguel Vera Vera, de 20 años de edad, fue detenido por miembros de 
la Policía Nacional de la ciudad de Santo Domingo de los Colorados. Antes de su detención había sido perseguido por un grupo de personas quienes 
aparentemente lo acusaban de haber cometido asalto y robo a mano armada. Al detenerlo, los policías notaron que Pedro Miguel Vera Vera presentaba 
una herida de bala a la altura del pecho en el costado izquierdo. Lo trasladaron en taxi al Cuartel de Policía de la ciudad. Luego de ser registrado en dicho 
lugar, ese mismo día fue llevado al Hospital Regional de Santo Domingo de los Colorados, donde fue dado de alta al día siguiente. El 13 de abril de 1993 
fue trasladado al Centro de Detención Provisional de Santo Domingo de los Colorados, lugar donde permaneció hasta el 17 de abril.

	 Debido a las complicaciones de la herida de bala que presentaba, fue trasladado nuevamente al Hospital Regional de Santo Domingo de los Colorados. 
El 22 de abril fue llevado al Hospital Eugenio Espejo de Quito, lugar donde falleció al día siguiente. 
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78.	 Al respecto, el Tribunal observa que en el presente caso la negligencia médica de las autoridades estatales ante 
el tipo de lesión que sufrió el señor Vera Vera, es decir, una herida de bala, ocasionó un doloroso deterioro 
en su estado físico durante el transcurso de diez días, que culminó con su muerte, resultados que pudieron 
haberse evitado con tratamiento médico adecuado y oportuno […]. Asimismo, por su estado de salud y por 
su privación de libertad, era evidente que el señor Vera Vera no hubiera podido valerse por sí mismo para que 
fuera atendido de manera oportuna ya que ello era una obligación de las autoridades que estaban a cargo de su 
custodia. Para la Corte, estos hechos configuran tratos inhumanos y degradantes en el sentido del artículo 5.2 
de la Convención Americana en detrimento del señor Vera Vera. 

79.	 Por lo tanto, para este Tribunal es claro que la falta de atención adecuada y oportuna mientras el señor Pedro 
Miguel Vera Vera se encontraba bajo custodia del Estado generó violaciones a sus derechos a la integridad 
personal y a la vida, por lo cual estima que el Estado ecuatoriano violó los artículos 5.1, 5.2 y 4.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio.

Caso Díaz Peña Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de  
junio de 2012.

137.	 Asimismo, la Corte ha señalado que, de las obligaciones generales de respetar y garantizar los derechos que 
establece el artículo 1.1 de la Convención Americana, derivan deberes especiales determinables en función 
de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la 
situación específica en que se encuentre. Así, el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión 
médica regular y atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. El Principio 24 del Conjunto de 
Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión 
determina que “[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con la menor 
dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas personas 
recibirán atención y tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán 
gratuitos”80. La atención por parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias 
o de detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o mentales, de 
las personas privadas de libertad. En este sentido, la falta de atención médica adecuada a una persona que se 
encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 
de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en particular, tales como su estado 
de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales 
acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros.

140.	 En resumen, debe considerarse probado que las condiciones de detención eran sumamente deficientes, en 
particular por la falta de acceso a la luz y ventilación natural, y las salidas restringidas al aire libre, durante más 
de seis años, así como el encierro en las noches y con éste las restricciones de acceder al único baño disponible 
para diez celdas individuales, por más de tres años. Asimismo, está probado que el señor Díaz Peña sufrió 
un serio deterioro progresivo en su salud y que los servicios de asistencia médica no se prestaron de manera 
oportuna, adecuada y completa respecto de los problemas que el señor Díaz Peña presentó en su oído izquierdo, 
en particular en lo tocante a la indicación del especialista otorrinolaringólogo de que era necesario un examen y 
evaluación en un centro externo especializado en ese tipo de afectación del oído que contara con instrumental 
adecuado para tratarla, y a la demora de varios meses en practicarle tomografía axial computarizada (TAC) de 
oído medio y mastoides, así como audiometría tonal. 

141.	 En vista de los hechos indicados, la Corte considera que las condiciones de detención del señor Díaz Peña no 
cumplieron los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno y en consecuencia constituyeron en su 
conjunto tratos inhumanos y degradantes violatorios de lo dispuesto en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Díaz Peña.

80	 Naciones Unidas, Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptados 
por la Asamblea General en su Resolución 43/173, 09 de diciembre de 1988, Principio 24. Ver también la Regla 24 de las Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de Reclusos.
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Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de  
mayo de 2013.

189.	 Esta Corte ha establecido que el Estado tiene el deber, como garante de la salud de las personas bajo su custodia, 
de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento médicos adecuados cuando 
así se requiera. Al respecto, la Corte recuerda que numerosas decisiones de organismos internacionales invocan 
las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos a fin de interpretar el contenido del derecho de las 
personas privadas de la libertad a un trato digno y humano. En cuanto a los servicios médicos que se les 
deben prestar, dichas Reglas señalan, inter alia, que “[e]l médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea 
posible después de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para determinar 
la existencia de una enfermedad física o mental, [y] tomar en su caso las medidas necesarias”81. Por su parte, el 
Principio 24 del Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión determina que “[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado 
con la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas 
personas recibirán atención y tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento 
serán gratuitos”82.

190.	 El artículo 5.2 de la Convención Americana establece que “[t]oda persona privada de libertad será tratada con 
el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. Al respecto, este Tribunal ha señalado que la falta de 
atención médica adecuada no satisface los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno conforme a 
la condición de ser humano en el sentido del artículo 5 de la Convención Americana. Así, la falta de atención 
médica adecuada a una persona que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría 
considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de 
la persona en particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido 
sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma,  
entre otros. 

191.	 Por otro lado, la Corte reitera que frente a niños, niñas y adolescentes privados de la libertad, el Estado debe 
asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales 
orientadas en el principio del interés superior del niño […]. La condición de garante del Estado con respecto al 
derecho a la integridad personal le obliga a prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, 
a la afectación de aquél. En este sentido, el Tribunal recuerda que la Convención sobre los Derechos del Niño 
reconoce “el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento 
de las enfermedades y la rehabilitación de la salud”, y compromete a los Estados a esforzarse “por asegurar que 
ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios”83.

192.	 En este caso, la Corte considera que Lucas Matías Mendoza debió disfrutar de las protecciones mayores que 
le correspondían por su condición de menor de edad privado de la libertad. Sin embargo, se desprende del 
expediente que el niño Mendoza fue diagnosticado por primera vez por el “pelotazo” en su ojo izquierdo el 
18 de agosto de 1998, es decir, dieciocho días después de haber recibido el golpe […]. Lucas Matías Mendoza 
fue examinado nuevamente un año más tarde, el 31 de agosto de 1999, una vez sentenciado y trasladado 
al “Complejo Federal para Jóvenes Adultos (U.24)”. En esa oportunidad, el médico que lo examinó sugirió 
“extremar los cuidados en lo referente a la actividad física del interno, como así también el lugar de alojamiento, 
evitando al máximo la posibilidad de eventualidades que puedan empeorar el escaso capital visual con que 
c[ontaba]” […]. Sin embargo, no fue sino hasta el 30 de abril de 2003, casi cuatro años después, en que 
Lucas Matías Mendoza fue atendido otra vez […]. Consta en el expediente, además, que fue examinado 
nuevamente en octubre de 2005, es decir, dos años y medio más tarde, y otra vez un año y nueve meses después,  

81	 Cfr. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1995, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de 
julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, Regla 24. Véanse, además, las reglas 49 y 50 de las Reglas de las Naciones Unidas para la protección 
de los menores privados de la libertad. Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990. 

82	 Cfr. Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión. Adoptado por la Asamblea 
General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, Principio 24. Véase, además, la regla 24 de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos. Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra 
en 1995, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977. 

83	 Cfr. Convención de los Derechos del Niño. Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 
44/25, de 20 de noviembre de 1989, Artículo 24.1.
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en julio de 2007 […]. En esta última ocasión se reiteró que Lucas Matías Mendoza requeriría controles periódicos 
[…]. Finalmente, la Corte observa que también fue examinado el 6 de mayo de 2011, es decir, cuatro años más 
tarde, y que fue a partir del informe resultante que el Juzgado Nacional de Ejecución Penal No. 2 ordenó su 
detención domiciliaria a fin de garantizarle el derecho a la salud. Dicho informe recomendó, entre otros, la 
provisión de “anteojos con lentes orgánicas” para el “único ojo funcionalmente útil” del interno, es decir, su ojo 
derecho […].

193.	 De este modo, la Corte resalta que en el transcurso de 13 años, Lucas Matías Mendoza sólo fue revisado por un 
médico en relación con sus problemas oculares en 6 ocasiones, con períodos de 1 a 4 años entre cada revisión. 
El Estado no indicó si dichos intervalos tenían alguna explicación médica. Antes bien, la Corte observa que, 
con el transcurso del tiempo la visión de Lucas Matías Mendoza se degeneró a un grado tal que, hoy día, su 
visibilidad es prácticamente nula. Por ello, el Tribunal considera que el Estado incumplió su deber de realizar 
controles periódicos y regulares a fin de salvaguardar la salud del interno, no obstante las recomendaciones 
de seguimiento formuladas por los doctores que lo examinaron […]. Además, no consta en el expediente que 
el Estado haya tomado medida alguna a fin de atender las necesidades particulares de salud que presentaba el 
niño Mendoza, recomendadas por los doctores que lo atendieron, hasta en el año 2011, cuando el Juez Nacional 
Marcelo Peluzzi dispuso su detención domiciliaria […].

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en:  https://goo.gl/QjVGQ7


	Button 24: 
	: 

	Button 97: 
	Button 98: 
	Button 99: 
	Button 100: 
	Button 101: 
	Button 102: 
	Button 103: 
	Button 104: 
	Button 105: 
	Button 106: 
	Button 107: 
	Button 108: 
	Button 109: 
	Button 110: 
	Button 111: 
	Button 112: 
	Button 113: 
	Button 114: 


